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Y SENTENCTA NúME*o' .lroizulor ¿^ú)
1

t2 la de Asunciórl Capital de la ReDública del Pamsuav-

*ebrlro del ano rbs mil diec:Áve"1 , esta¡do en la-Sia

o

cQ del mes de
de Constitucional,

DE MÓDICA,
ante ml, autorizante, se tl¿jo al acuerdo el expediente car¿tulado: ACCIóN DE
IN CIONALIDAD: «JORGE RAUL BENITEZ.OLMR C/ ART. 41" DE LA LEY

, a fin de resolver la acción de inconstitucionaliddd promovida por el Seño¡ Jorgo Rariú
Berdlez Oliver, por su propios derechos y bajo pakocinio de Abogado-------------------

Preüo estudio de los antecedentes del caso, la Cort€ Suprema de Justicia, Sala Contitucional,
rcsdlvió pla¡rtear y vot¿r la siguiente: ------

CUESTION:

voluntariamente.---

¿Es procedente la acción de inconstitucionalidad deducida?,----
A ta cuestión plarteada la Doctoá PEÑA CANDIA dijo: El Sr. Jorge Raul Benltez Oliver, por

dergcho propio y bajo patrocinio de abogado, p¡omuove la present€ acción de inconstitucionalidad
co+ra del Art. 4lo de la Ley N'2856/2006 "QUE SUSuTWÉ DIS LEYES Nros.73/19 f 1802/2001
"DE UI CAJA DE JUBILACIONES Y PENSIONES DE EMPLEADOS BANCARIOS DEL

El ac¡ionante es ex empleado de Baoco Atlas S.A. y de la Financiera S.A. dc Finanza§, con una
andgüedad total dc 2 años y I meses de aporte cfcctivo a la Caja de Jubilaciones y pensiones de
Empleados de Bancos y Afines, por [o cual ücha Caja le ha denegado su pedido de ¡eti¡o de apoúes
porNota del l2ll0l20l7.-----------

Sostiene que la disposición impugnada viola sus derechos y en especial et Principio de igualdad
corisagrado en la Constitución. Expresa que el mismo cuerpo legal (Lcy N.2856/2006 en su At.l lo
dicA que "Los fondos y remas que se oüengan son de exclusiva propiedad de los beneficiarios de la
Cdo , por [o que no podría contradecir sus propias disposiciones.----

La disposición legal inpugnada detemfu¡a que: "AÍ. 41. Coftesryndeú la devoütcién de sus
aportes q los furciorrorios qua qtenten con uru ontigüeddd supe ü a los diez hos'y q» iarcngan
derycho q lq jubilociórr, que fuesen despediclos, dejados cesantes o que se retiren voluntqriarnente de
Ias entidctles donde prestqn senicio. La Caja podrá optqr por lo qplicación del citado monto q ls
anbrtizqc¡ón o cancelación de su obligación. No serán susceptibles de devolución los aportes
paionales. El derecho a solicüar la dayofución de qtortes prescribirá después de tres años dei retbo
del afiliado de su trabqjo, salvo que el mismo tenga cleuda con la Caj\ en cuyo caso los qportes sertin
aplicados a la anortización o canceloción de su obligación".-----

Tenemos que la norma atacada establece dos roquisitos a los efectos de conc€der el derecho a la
devplución de los aportes realizados por parte de los trabajadores apo¡tantes a la Caja. En primer lugar,
se fstablece la antigtiedad minima de diez años y, §n segundo lugar, se debe tata¡ do ñ¡ncionalios que
no t€ngan derecho a la jubilación o, que fuesen despedidos o, dejados cesmtes o, que se retiren

o

El agravio del accionarite se ceotra en el primero de los tequisitos que impone la norma cuya
coústitucionalidad se ñaliza la antigüedad mínima de diez añas del funcionario que pretenda retirar
sus aportes, una vez desyittculodo de la entidad en Ia cual prestaba senicios, reqüsito que el mismo
no cumple, segln s€ desprende de sus propias manifestaciones y de la constancia de aporte emitida po¡
la paja de Jubilaciones y Pensiones de Empleados de Bancos y Afines y la negativa de la misma a la



l
devolución de aportes solicitada por el accionante (fs. 3 y 4).---

Del análisis de la norma atacada, surge una evide[te vulneración del principio de lgualdad,
establecido en los Arts. 46' y 47" de la constitución Nacional, pues implica un trato discriminatorio
hacia los asociados que hayan sido desvinculados de la actividad bancaiia por alguna de las razones
mencionadas en la Ley impugnada, y que no cuenten con los años requeridos para acceder a la
devolución de sus aportes.---------------------

Asimismo, se ve lesionado con el Art. 41 de la Ley N" 2856/2006, la garantia de la
inviolabilidad patrimonial y el respeto a la propiedad privada (A¡t. lO9 CN), por cuanto que los
APORTES JUBILATORIOS no son otra cosa que ufla parte del PATRIMONIO de las personas. La
negativa de su devolución, implica una confiscación por parte del organismo encargado de su
administación, quien a su vez, de esta forma, se ve enriquecido sin mediar justa causa al no tener
contraprestaciones pendientes con el aportante, único propietario de dichos apo¡tes. Los aportes
jubilatorios deben ser protegidos sin discriminación alguna, en atención a la garantia de la
inviolabilidad de la propiedad, por lo que, siguiendo la líneajurisprudencial dominante, conesponde su
devolución sin excusas o condición limitante alguna.--------------

En este sentido, en atención a que la propia Ley impugnada establece en su AIt. l1o la exclusiva
propiedad sobre Ios fondos y rentas a favor del beneficiario, esto es, del aportante, carece de coherencia
que la Ley contradiga sus propias directivas al determinar de forma encubierta, bajo ciefos requisitos,
la imposibilidad de ejercer est€ derecho de propiedad. Asi, tenemos que la norma impugnada, por un
lado protege al aportante a ñn de que el mismo goce de u¡ fondo obligato o a los efectos de su
jubilación, pero por otro lado lo despoja arbitrariamente de estos fondos, por no llenar las injustas
condiciones impuestas.------------------------

Por las fundamentaciones expuestas, y en coincidencia con el parecer del Ministerio público,
considero que corresponde hacer lugar a Ia acción de inconstitucionalidad y, en consecuencia, declarar
la inaplicabilidad del Art. 4l'de la Ley N'2856/2006, en Ia parte que condiciona a una antigüedad
superior a diez años a los efectos de la devolución de los aportes jubilatorios, con relación al
accionanle. fs mi toto.---------

o

A sus tumos los Doctores BAREIRO Df, MÓDICA v FRETf,S manifestaron que se adhieren
al voto de la Mi¡istra preopinante, Doctora PEÑA CANDIA, por los m s

Con lo que se dio por terminado el acto, firmando SS.EE., todo
quedando acordada la sentencia que inmediatamente sigue:
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